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I. INTRODUCCIÓN
Desde una concepción no estrictamente formalista del Derecho internacional,
podría afirmarse que de las profundas transformaciones que vienen afectando a
dicho orden jurídico destacan, sobre todo, dos cuestiones cuya evolución e inci-
dencia en un marco societario como el actual —caracterizado, como es sabido,
por graves y profundas heterogeneidades— podrá servir de indicador real del
grado de unidad que caracteriza al sistema jurídico internacional y del nivel de
solidaridad subyacente (1): nos referimos, por un lado, a la progresiva transfe-
rencia de cuestiones y reglas del plano de la estricta reglamentación doméstica a
un plano de ordenación interestatal, y, por otro, a la paulatina emergencia de
nuevos actores y protagonistas en la escena Internacional.
En el marco de la progresiva expansión vertical que se viene produciendo en
el contenido del orden jurídico internacional destaca, ciertamente, la paulatina
penetración —según ha puesto de relieve Pérez González— de las reglas jurídicas
de dicho ordenamiento en sectores de conducta social tradicionalmente reservadas
[*) Profesor de Derecho internacional en la Facultad de Derecho de la Universidad de Santiago
de Compostela. Doctor en Derecho.
(1) Ver a este respecto. PÉREZ GONZÁLEZ, M.: «En torno a la tensión entre lo general y lo
particular en Dcrocho de Gentes», en Estudios Jurídicos, Homenaje al Profesor Otero Várela, Santiago
da Compostola. 1981. pp. 663-685.
103
REVISTA DE INSTITUCIONES EUROPEAS
Vol. 9 N.° 1. Enero-Abril 1982
JORGE PUEYO LOSA
a la regla doméstica ¿2), y, por tanto, el desenvolvimiento de un fenómeno por
e! cual el tránsito de lo interno a lo internacional, si bien se verá potenciado por
los imperativos de un creciente interés general en alcanzar una reglamentación
internacional de ciertas materias, encontrará, con todo, un freno en los factores
de diversidad, desigualdad y conflicto que alumbran en la actualidad el sistema
de relaciones sociales internacionales.
Asf, y junto a aquellas situaciones o materias de índole sustancialmente interna
y a aquellas otras cuya sede natural podría decirse que se encuentra en el Derecho
de Gentes, es posible constatar en el espectro de las relaciones sociales otros
asuntos o relaciones que en el curso social pueden devenir de relevante interés
internacional, produciéndose una transferencia normativa del plano interno al inter-
nacional y, por tanto, un recorte de la voluntad estatal proyectada ad extra por el
Derecho de Gentes (3).
Ahora bien, esta progresiva erosión de la regla de la competencia doméstica en
el ámbito de determinados asuntos o materias como las relativas a los derechos
y libertades fundamentales va a motivar no sólo una transposición del orden
reglamentador de ciertas relaciones, sino también una revisión del espectro de
sujetos legitimados para conducir aquéllas; efecto este último que resultará,
obviamente, impulsado por el desarrollo de un movimiento sociológico representado
por la acción de nuevos entes o colectividades que pugnan por alcanzar un papel
activo en el sistema de las relaciones internacionales: esto es, de ese círculo
más amplio de actores y protagonistas a los que todavía, y desde una perspectiva
formal, no les ha llegado la hora de su personificación ante el Derecho interna-
cional —haciendo nuestras aquí y ahora las palabras de Miaja pronunciadas en
1966 (4)—; mas sin que ello quiera significar, la imposibilidad radical per nurtc et
semper de que tales actores puedan llegar a considerarse como nuevos sujetos
de derecho internacional (5). Y ello, sobre todo, en un momento, como decimos,
en que, por efecto del paulatino traspaso a la esfera internacional de ciertas
cuestiones en principio reservadas al arbitrio del Estado, se verifica, según ya
analizamos en otro lugar, una creciente preocupación del Derecho de Gentes por
conceptos o figuras como pueblo, nación, autonomía, autogobierno, etc. (6).
(2] PÉREZ GONZÁLEZ, M.: -Derecho de Gentes: ¿concepción formal?», en Estudios dé Derecho
internacional. Libro-homenaje al Profesor Miaja de la Muela, I, Madrid, 1979, p. 278.
(3) Sobre las distintas categorías de asuntos o relaciones atraídas, en función del distinto
grado de interés, a la reglamentación nacional o internacional, ver PÉREZ GONZÁLEZ, M.: -Derecho
d1) Gentes: ¿concepción formal?», cit., pp. 275-289.
(4) MIAJA DE LA MUELA. A • 'Problemática permanente y realidades actuales acerca de la per-
sonalidad en Derecho Internacional», Anales de la Universidad de La Laguna, 1966, p. 43.
(5) RUI LOBA SANTANA, E : -Una nueva categoría en el panorama de la subjetividad Internacio-
nal: el concepto de pueblo-, en Estudios de Derecho internacional. Homenaje al Profesor Míala de la
Muela, vol. I. Madrid. 1979. p. 303.
(6) PÉREZ GONZÁLEZ. M. y PUEYO LOSA. J.: -Las Comunidades autónomas ante el Orden inter-
nacional», en La Constitución española y el Derecho internacional, Actas de las VI Jornadas de
Profesores de Derecho Internacional, y Relaciones internacionales, Santiago. 1-4 Junio 1981, c. p.
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II. INTERNACIONALIZACION Y DESCENTRALIZACIÓN INTERNA
Pese a la relevancia jurídico-formal de un principio como el de la autoorgani-
zación del Estado, el creciente desarrollo de un fenómeno de descentralización
política en el seno de los distintos Estados tiende a dejar de ser, por las razones
avanzadas, una cuestión indiferente para el Derecho internacional, decantándose,
así, una influencia de orientaciones jurídico-internacionales en cuestiones relativas
?. la configuración interna de la sociedad estatal; y ello según se constata, sobre
todo, en ciertos marcos particulares del Derecho de Gentes, y, sobre todo, en
ciertos ámbitos de organización internacional regional como el europeo.
En efecto, donde de manera más relevante tiende a transcender el hecho des-
centralizador y, por tanto, la acción de ciertas estructuras autónomas intermedias
es precisamente en los marcos de organización regional interestatal de signo
primordialmente integrador, y más específicamente en un marco como el europeo
donde, a través de la acción conjugada del Consejo de Europa y de las Comuni-
dades europeas, la intervención directa y activa de la región tiende a ser conce-
bida como de vital importancia al objeto de alcanzar el objetivo de la construcción
europea.
El fenómeno regional que se viene sucediendo en Europa tiende a ocupar, sin
duda, la atención de buen número de iuspublicistas europeos, en tanto, a través
de su percepción y análisis es posible verificar un proceso de crisis del Estado-
nación centralizado, y la relevancia de un movimiento centrífugo y a primera vista
antitético, respecto de ese otro movimiento centrípeto por el que se ha buscado
y se busca una internacionalización de las funciones sobre espacios más amplios
que los estrictamente estatales.
Junto a los sucesivos repliegues estructurales que se vienen sucediendo en la
sociedad internacional por efecto de la cada vez más patente complejidad en el
sistema de las relaciones internacionales, tiende a destacarse, ciertamente, otra
tendencia de signo aparentemente contrario por la cual se pretende una progresiva
remodelación de las estructuras tradicionales estatales a través de un proceso
de orden descentralizador por donde ciertas colectividades territoriales vengan a
constituirse en estructuras autónomas intermedias.
Mas el movimiento pendular entre la concentración y la dispersión de poder
que desde sus orígenes ha marcado la evolución de la organización estatal, vendría
caracterizado, desde la segunda mitad de este siglo, no sólo por ese doble movi-
miento de ¡nternacionalización y de regionalización de numerosas funciones pú-
blicas, sino también por un nuevo y subsiguiente fenómeno de concentración de
los poderes dispersos entre los distintos niveles de gestión —regional, estatal e
internacional— en órganos que podrían calificarse de mixtos y en los cuales esta-
rían representados los diversos poderes (7); lo que supone el desarrollo de una
ecuación armónica de dispersión-concentración, a través de la cual va a poder
desarrollarse eficazmente el doble movimiento de integración-desintegración.
(7) Cfr. CASSESSE. S.: -Etats, regions, Europe-, Pouvoirs (Revue frangaise d'études constitutio-
nelles et politiques). núm. 19, 1981, p. 20.
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En efecto.junto a un fenómeno de regionalización interestatal por el que se
pretende abordar eficazmente el conjunto de problemas que plantean en la actua-
lidad tres dimensiones fundamentales de las relaciones internacionales contem-
poráneas: la seguridad, el desarrollo económico y la unificación política (8), tras-
ciende otro hecho regional expresado en ese fenómeno de descentralización de
los entes políticos soberanos, cuyo fundamento podría localizarse en la interacción
de datos sociológicos de muy variada índole (9). Las dinámicas regionales (intra-
estatales) que se vienen sucediendo en nuestro continente podría decirse que
resultan potenciadas por la presión de cuatro hechos sociales fundamentales que,
con Ricq, podríamos identificar así: desequilibrios regionales, alineación étnico-
cultural, centralismo y socialismo política (10); pudiendo también, de acuerdo con
el análisis desarrollado por Yves Meny, localizar los factores determinantes del
desarrollo del fenómeno regional en las cinco zonas o tipos de crisis que vienen
afectando al Estado —según diversas combinaciones e influencias recíprocas entre
las mismas— y, más concretamente, a las relaciones Centro^Periferia: identidad,
legitimidad, penetración, participación y distribución (11).
La crisis del Estado nacional proviene, pues, según ha dicho Ruiloba, no sólo
de aparición de instancias supraestatales, sino también de una descomposición
interna del Estado en la que confluyen múltiples factores históricos, económicos,
políticos y culturales: el Estado nacional estaría dejando de presentarse como el
espacio político adecuado para la solución de los graves problemas económicos,
culturales, ecológicos, etc., con los que hoy se enfrenta la humanidad, lo que
provocaría una erosión de las funciones y de los poderes del Estado que pasarían
en parte a entidades internacionales o supranacionales y, en parte, a entidades
infraestatales: federales, regionales o autonómicas (12). --
(8) Cfr. GAUTRON. J. C: -Le fait regional dans la société Internationale', en Regionalismo et
Universalismo dans le Orolt international contemporain (Colloque de Bourdeaux de la Société Fran-
c?ise pour le Droit International). Paris. 1977, pp. 3-44.
(9) Es un hecho, como ha dicho Truyol. que -la tendencia a constituir entidades supranacionales
tiene como contrapartida una tendencia a la regionalización en toda Europa. Ambas, juntamente con
! ; i ' disminución del papel del Estado nacional en lo militar y en lo económico, responden a unas
mismas causas históricas» (La integración europea — Idea y realidad—. Madrid. 1972. p. 69 (nota 70).
(10) RICO. Ch : -Región, régionalisation et régionalisme-, en Genéve et l'Europc: un exemple
de cooperation régionale transfrontaliére, Dossier I (1979) de l'lnstitut Univorsitaire d'Études Euro-
péennes. Genéve. pp. 171-172.
(11) MENY. Y.: «Crise. régions et modernisafions de 1'EtaN, Pouvoirs, núm. 19. 1981. pp. 5-18.
MENY aplica en este trabajo, al objeto de descubrir los problemas do las relaciones entre el Centro
y la periferia y. en suma, los factores que determinan la evolución del fenómeno regional, el aná-
lisis de Binder en torno a lo que éste calificaría como *five crisis of political development- (Crises
and sequences in political development, Princeton. 1971). Vid también a este respecto, y de entre
una abundantísima bibliografía sobro el tema, los estudios de CHEVALLIER. J.: • L'Etat-Nation».
Revue du Drolt Public. 1980, núm. 5. pp. 1271-1302, y BORRELLI. V. M.: .La crisi dello Stato nazio-
nale' e II fenómeno degli organismi interregionall>, La Comunitá internazionale, vol. XXXII. núms. 1-2.
1978, p. 45-70. en cuya primera parte analiza los distintos aspectos o dimensiones de la crisis del
Estado-nacional: Ideológica, económica, y de estructuración político-administrativa.
(12) RUILOBA SANTANA, E.: -Las competencias económicas del Estado y de las Comunidades
Autónomas ante el futuro ingreso de España en el Mercado común europeo», en La distribución de
las competencias económicas entre el poder central y las autonomías territoriales en el Derecho com-
parado y en la Constitución española (E. GARCÍA DE ENTERRIA. dir.), Instituto de Estudios econó-
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Mas la relación entre estos dos nuevos fenómenos organizativos, expresados
en esa doble tendencia de orden centrípeto o integrador, por un lado, y de orden
centrífugo o desintegrador, por otro, se nos presenta en el medio internacional
como perfectamente complementaria y armónica, en tanto la consecución de unos
conjuntos y estructuras más amplios que los estrictamente estatales —por los
que se busca, en cuanto a la dimensión económica, por ejemplo, de los procesos
integracionistas, una mayor competitividad de los mercados y una superación de
las desigualdades y desequilibrios entre los diferentes países (13)—, tiende a ser
concebida desde un prisma de participación activa de las colectividades regionales
en el proceso de integración. Como ya hemos indicado en otro lugar, lo que pu-
diera verse como contradicción integración-desintegración [o supranacionalismo-
subnacionalismo), vendría a aparecer como una dualidad de técnicas de coopera-
ción perfectamente conjugables y susceptibles de potenciar la colaboración inter-
nacional (14): en este sentido, y con palabras de Romus, puede decirse que «la
constitution d'un grand espace européen n'est nullement contradictoire avec l'emer-
gence de ees unites territoriales plus petites que son les régions. Ces deux mou-
vements sont complementares» (15).
III. LA REGIÓN COMO ACTOR EN EL MEDIO INTERNACIONAL EUROPEO
Por todo ello, la regionalización es una tendencia con la que hay que contar y
a la que se deben buscar fórmulas de coexistencia con la tendencia de integración
supranacional (16).
Ahora bien, las diversas vías a través de las cuales se busca alcanzar la com-
plementariedad y el equilibrio entre ambos procesos parecen responder a objetivos
y sistemas de planificación organizativa de muy distinto signo. En efecto, la con-
tribución del hecho regional a la construcción de Europa tiende a ser concebida
bien desde un ámbito de acción concurrencial y paralela a la del Estado y, por
tanto, y en buena medida, mediatizada por el aparato estatal; tiende, en suma, a
ser concebida a través de la puesta en marcha de un sistema interregional con-
ducido por la propia determinación de los entes regionales y al margen, por tanto,
del consentimiento de los Estados, o a través de la legitimación de la acción
regional por la explícita voluntad de los Estados y en el marco, por tanto, de un
acuerdo interestatal previo.
micos. Madrid. 1980, pp. 395 y 406. Por su parte. Borrelli ha afirmado que -una rinnovata e critica
cosclenza storica comlnlcia ad Interrogarse sull'idoneita dello sfato nazionale e delle strutture che
esso ha creato a rlsolvere adeguatamente l'antltesi dialettica tra potere e liberta, nonche II
rapporto tra potere céntrale e poteri local i e periferici. Di qul la contestazione del potere amminis-
trativamente centralízate che si verifica In tuttl gli statl europel (op. clt., p. 50.)
(13) Cfr. PÉREZ VERA. E.: -Reflexiones sobre los procesos de inteo/ación regional». Revista de
Instituciones Europeas, vol. 4. núm. 3. 1977. p. 681.
(14) PÉREZ GONZÁLEZ. M. y PUEYO LOSA, J.: -Las Comunidades autónomas ante el Orden inter-
nacional», cit.
(tS) ROMUS. P.: L'Europe et les régions. Bruxelles. 1979. p. 28.
(16) RUILOBA SANTANA. E.: -Las competencias económicas del Estado y de las Comunidades
autónomas...», clt., p. 39S.
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En aquella primera línea, y dentro de las distintas teorías y proyectos avanzados
en orden a la construcción de una «Europa de las regiones», podríamos situar el
fenómeno de los organismos ínter-regionales que comienza a perfilarse en Europa
durante los años 70, cuyo nacimiento y desarrollo, como ha dicho Borrelli, «si
verificano per determinazione autónoma degli enti locali, ai margini delle compe-
tenze statali» (17); así, los organismos interregioales del área alpina, entre los
cuales destaca la «Comunita di lavoro delle Regione alpine», cuya constitución
habrá suscitado las más fuertes reacciones por parte de los gobiernos de los dis-
tintos Estados afectados (18).
Ahora bien, frente a la posición de ciertos autores como Borrelli, para quien
«l'affievolimento progressivo dei confini interstatuali e la creazione a eavallo di
essi di entita transnazionali, quali gli organismi interrgionali. costituirebbero, in
tal modo, un factore determinante per predisporre l'unita reale dell'Europa, che
superi le divergenze ed i contrasti delle nazionalista e degli stati nazionali» (19),
cabría apuntar que a la luz de la desigual relación de fuerzas de orden político,
económico y militar que domina el panorama actual de la sociedad internacional,
podría resultar arriesgado potenciar el papel exclusivo y excluyente de ciertos
entes territoriales menores (entes regionales) en el medio internacional, y con-
cretamente en el marco europeo. A tenor, en efecto, del espectro de fuerzas que
en la actualidad rigen el sistema de relaciones internacionales, la acción del ente
regional como único interlocutor válido en el sistema internacional podría conducir
a un resultado de signo contrario al deseado, mediante (entre otros efectos) el
incremento de las diferencias estructurales entre las distintas regiones de Euro-
pa (20): pretender deducir, por lo demás, del proceso de crisis del Estado na-
cional, un inmediato resultado de muerte del Estado, parece, ciertamente, una
conclusión desmedida (21).
Es, pues, a través de los marcos de acción interestatal donde el fenómeno
regional podrá contribuir decisivamente al proceso de integración europea, me-
diante un fenómeno de convergencia entre los distintos niveles de poder: lo que
exigirá no sólo la puesta en marcha de un proceso de regionalización por el que
se tienda desde lo alto a paliar los graves desajustes que afectan a Europa, sino
también el reconocimiento y potenciación de un proceso de regionalismo por el
que. desde la base, se busca el acceso de las colectividades regionales al poder
de decisión (22); sin que a través de este último movimiento se pretenda producir
urta fragmentación tajante de competencias sino, como veíamos, la consecución
(17) BORRELLI. V. M.: Op. cit.. p. 55
(18) Paro un análisis de los distintos organismos ¡nterregionales alpinos, ver: BORRELLI, V. M.:
Op. cit.. pp. 15-70: v LOTTERSBERGER. F.: -Situazione e prospettive delle Comunita di lavoro delle
Alpi Centrali -ARGEALP-. Comunité Europea e ruólo delle regioni, Milano. 1981, pp. 145-180.
(19) BORRELLI. V. M : Op. cit., p. 69
(20) Cfr. RUILOBA SANTANA. E.: -Las competencias económicas del Estado y de las Comuni-
dades autónomas...», cit., pp. 406-412.
(21) Cfr.. entre otros. CASSESSE. S.: -Ettts. régions. Europo-. cit., p. 20; RUILOBA SANTANA, E.:
• Las competencias económicas del Estado y de las Comunidades autónomas...", cit., p. 410.
(22) Sobre las diferencias entre los movimientos de regionallzación y de regionalismo, ver:
RICO. Ch.: Op. cit., pp. 169-186: según este autor, por el primero de dichos movimientos se atiende
al espacio, al marco y a su organización, en tanto que por el segundo, al grupo, a la comunidad.
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de un nuevo proceso de concentración de funciones a través de una concertación
entre aquellos distintos niveles de poder en orden a la planificación de los inte-
reses generales: tanto, pues, entre las instancias regionales y las estatales —de
acuerdo con esa nueva dimensión de federalismo o regionalismo coperativo—,
como entre las instancias regionales y las supraestatales, mediante la puesta en
marcha de órganos mixtos o bien a través de la acción concurrencial y coordinada
de órganos representativos de los distintos niveles de gestión.
En los procesos de integración económica, concretamente, la superación de
las asimetrías existentes entre las distintas unidades estatales al objeto de alcan-
zar un desarrollo armónico e integral, exige la aplicación de unas políticas econó-
micas comunes formuladas desde un prisma regional antes que desde una con-
cepción estatal, y por ello el desarrollo de una política regional de carácter global
fundamentada no en una concepción de la región como región-problema o región-
planificación, como en el marco de las Comunidades europeos, sino en una con-
cepción de la misma como cuadro de participación colectiva, esto es, con una
visión descentralizadora (23).
Los graves desajustes regionales que se vienen produciendo entre el centro
y la periferia de Europa —fenómeno potenciado, entre otros factores, por los
permanentes procesos de emigración de las fuerzas de trabajo de las áreas menos
desarrolladas a los grandes centros de producción, y, por tanto, por las grandes
concentraciones de las actividades industriales (24)— habrá inducido, como es
sabido, en el marco comunitario, a programar el desarrollo de una política regio-
nal —mediante la creación de un Comité de política regional y de un Fondo euro-
peo de desarrollo regional— cuya evolución, si bien vendría a deparar en 1979
un conjunto de importantes modificaciones tendentes a alcanzar una concepción
global de la política regional comunitaria a través de la apreciación del impacto
regional que pueda encerrar el desarrollo de las distintas políticas sectoriales (25),
resulta todavía deudora de una mayor potenciación del papel del Comité de política
regional mediante una más directa participación de las regiones en los proyectos
de planificación regional comunitaria. Pues, aunque desde una perspectiva estric-
tamente formalista, como ha dicho Bothe, el derecho comunitario «does not take
into account, or pay any special regard to, the autonomus status of parts of
certain Member States» (26), el fenómeno descentralizador ha motivado que la
participación efectiva y directa de las regiones en los programas de planificación
regional se presente como un objetivo alentado no sólo por un amplio sector de
'- (23) Cfr. ORTIZ-ARCE. A.: .La política regional de la Comunidad Económica Europea». RÍE, vo-
lumen 3. núm. 1, 1976. p. 32.
- (24) Para un análisis de las relaciones entre el centro y periferia de Europa, ver: SEERS. D.
(ed ): La Europa subdesarrollada • Estudios sobre las relaciones Centro-periferia, Madrid. 1981
(25) Vid., a este respecto, la resolución del Consejo de 6 de febrero de 1979. sobre las orienta-
ciones de la política regional comunitaria (JOCE, C 36 de 9-2-1979) y la decisión del mismo órgano
y de la misma fecha por la que se modifica la decisión 75/185/CEE, relativa a la creación del
Comité de la política regional (JOCE, L 35 de 9-2-1979), y el avis y la recomendación de la Comisión
do 23 de mayo de 1979. sobre los programas de desarrollo regional (JOCE, L 143 de 12-6:979)
(26) BOTHE. M.: .Regional autonomy and independence: the consequences for the legal order
of the Communltles», Common Market Law Ravlew, vol. 15, 1978, p. 406.
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la doctrina sino también por distintas instancias comunitarias (27). Por donde, como
estima Carbonelli, se exige una modificación en la composición del Comité de
política regional mediante la inclusión de representantes regionales en su seno
y la consideración de los pareceres del Comité como vinculantes para la Co-
misión (28).
Mas frente al recelo de las instancias comunitarias de representación guber-
namental respecto de la participación de cuadros regionales en los procesos de
decisión —lo que habrá excitado el desarrollo de movimientos de otro signo y
al margen del propio aparato estatal—, donde, sin lugar a duda, tiende a des-
tacar con mayor relevancia el papel de las regiones en la construcción europea
es en el marco del Consejo de Europa, en tanto a través de la Conferencia de
poderes locales y regionales de Europa (CPLRE) se busca asegurar la participación
activa de las estructuras locales y regionales en la realización de los objetivos del
propio Consejo (29): y así, mediante la defensa de la intangibilidad de estas colec-
tividades y de la potenciación de las instituciones autonómicas, llegar a superar
los desequilibrios regionales que amenazan la integración europea.
En efecto, la Conferencia de Poderes locales y regionales, creada por el Comité
de Ministros en 1961 y convertida en 1975 en Conferencia de Poderes locales y
regionales de Europa, se nos presenta como el marco en el que el fenómeno de
descentralización y, por tanto, el hecho regional tiende a trascender el orden
estrictamente interno para encontrar su progresivo reconocimiento en un orden
jurídico internacional particular como el dimanante del Consejo de Europa. Y ello
toda vez que desde una posición de reconocimiento y defensa de los derechos y
libertades fundamentales de ciertos entes o colectividades, la Conferencia de
Poderes locales y regionales ha venido fomentando el derecho de las regiones a
dotarse de sus propias instituciones de gobierno; entendiéndose por región —se-
gún se dispone en la Declaración de Bourdeaux sobre los problemas de la regio-
nalización (1978)—, una comunidad humana localizada sobre un territorio que se
caracteriza por «une homogénéité d'ordre á la fois historique et culturel, géogra-
(27) En el dictamen del Parlamento europeo de 12 de mayo de 1970. sobre la proposición de
decisión del Consejo, relativa a la acción de la Comunidad para el desarrollo regional, se afirmaba
el derecho de las reglones a ser consultadas; en el Informe de la Comisión para la política regional
de 19 de octubre de 1973. se introducía la obligación del Comité de política regional de la CEE
do recurrir directamente a la opinión de los medios regionales interesados. Y entre otras mucha3
resoluciones, cabría destacar cómo en el Parlamento europeo durante 1979. y con ocasión del debate
sobre la gestión del fondo regional, se planteó la necesidad de procurar una concertaclón entre la
Comisión, los representantes de los Estados miembros y los representantes de las colectividades
regionales y locales, proponiéndose hacer obligatoria la consulta a las autoridades regionales
interesadas por el Comité de Política regional.
(28) CAPBONELLI. M.: .Fondo europeo di sviluppo regionale e partecipazione delle reglonl-.
La Comunité Internazionale, vol. XXXVI. núms 1-2. 1981. p. 65.
(29) En el articulo 1, a) de la Carta de la conferencia de poderes locales y regionales de Europa
se dispone que: -...The Conference shall ensure the partielpation of local and regional authorltles in
the achlevement of the aims of the Council of Europe as deflned In article I of the Statute of the
Council. Its represents the local and regional authoritles of the member states wlrhln the Orga-
nisation-,
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phique et économique, qu¡ confére á la population une cohesión dans la poursuite
d'objectifs et d'intéréts communs» (30).
Por donde, desde el equilibrio entre el respeto al principio de integridad terri-
torial del Estado y el derecho de autodeterminación interna, en conexión, como
decimos, con los derechos y libertades fundamentales (derecho a las propias
instituciones de gobierno), tiende a perfilarse la capacidad jurídica de tales colec-
tividades en el marco de un orden jurídico particular como el del Consejo de
Europa (31).
Pero tal capacidad jurídica resulta, además, transcendida por una cierta capaci-
dad de obrar de tales colectividades o entes regionales en aquel medio, mediante
el reconocimiento de un derecho de los poderes locales y regionales a participar
directamente en la programación de los objetivos del Consejo de Europa, según
se dispone, como vimos, en el artículo 1 de la Carta de la Conferencia de Poderes
locales y regionales de Europa.
En tanto para el orden comunitario europeo la región se concibe como un mero
cuadro administrativo de la actividad económica, según vendría a denunciarse por
la Conferencia de Poderes locales y regionales en el avis núm. 17 (1974), sobre
la política regional de la CEE (32), para el Consejo de Europa la región, se presenta
como una colectividad o comunidad humana que habrá de estar representada direc-
tamente a través de sus instituciones autónomas en las instancias europeas.
De ahí que, pese al carácter meramente consultivo de la Conferencia, y, a las
deficiencias que encierran las directrices sentadas por la Carta respecto a la
elección de los representantes de los poderes locales y regionales —punto en el
que se quiebra sensiblemente la naturaleza de la Conferencia— (33), ésta se pre-
senta como un órgano oficial de representación de los poderes locales y regiona-
les, y, por tanto, como la instancia a través de la cual tiende a asegurarse una cierta
capacidad de obrar de tales colectividades en un medio particular como éste;
capacidad, con todo, de orden parcial o funcional, en tanto que limitada por los
propios objetivos del Consejo y, en última instancia, de la Conferencia, y concu-
(30) Vid. en este mismo sentido la Hosolución 67(1970). votada en la 8." sesión de la Confe-
rencia. En dicha Resolución se disoone también que la autonomía regional implica «relection au
suffrage universal diret ou indirect des autorites deliberantes et exécutives regionales, la coopera-
tion étroite avec les communes, la participaron aux décisions des Etats nationaux, lá representaron
auprés des institutions européennes-.
(31) Sobre la base juridlco-internacional de la capacidad autonómica de ciertos entes o colecti-
vidades, ver PÉREZ GONZÁLEZ. M. y PUEYO LOSA. J.: -Las Comunidades autónomas ante el Orden
Internacional-, cit.
(32) En el avis núm. 17 (1974) de la Conferencia se concluye afirmando que «La politique regio-
nale de la Communauté n'est pas une politique communautaire d'aide au développement equilibre
des rógions mais une politique d'aide aux Etats en faveur de leur politique nationale de déve-
loppement".
(33) Según se dispone en el articulo 2 a) de la Carta de la Conferencia de poderes locales y
regionales: «The delegates to the Conference shall be chosen by each member Government or in
such manner as ttie Government may decide from among representatives of national associations of
local and regional authorlties and they may Include representatives of narlonal associations of local
end regional authorlties and they may Include representatives pf national branches, or representa-
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rrencial, en tanto su desarrollo resulta paralelo a la acción estatal, resultando, por
lo demás, y a tenor de la propia dinámica competencial del Consejo de Europa,
mediatizada, en última instancia, su acción por el propio aparato estatal.
IV. LAS REGIONES INSULARES Y LA ACCIÓN DE LA CONFERENCIA DE
PODERES LOCALES Y REGIONALES DE EUROPA
1. La Conferencia de regiones insulares europeas
y la Declaración de Tenerife.
El carácter consultivo de la Conferencia de poderes locales y regionales de
Europa, y, en general, como acabamo de ver, las deficiencias de distinto orden
que, en cuanto a su representatividad y legitimidad, vienen a quebrantar su natu-
raleza y esencia, no habrán representado, con todo, un impedimento para el desa-
rrollo por la misma de una labor ciertamente relevante en pro de la consecución
de una adecuada política regional europea. La Conferencia, en el marco de sus
competencias, y a través de la adopción de resoluciones y opiniones dirigidas
tanto a la Asamblea consultiva y al Comité de Ministros como a las propias ins-
tancias comunitarias (34), viene contribuyendo al objetivo de superación de los
tives of international associalions of local and regional authorities holding consultative status with
the Council of Europe-, Cada país tiene derecho en la Conferencia a un número de escaños iguot
al que dispone en la Asamblea consultiva, produciéndose, normalmente, un fuerte desequilibrio
entre los representantes de los poderes locales y los de los regionales —pese a que en el artfcu
lo 2 a) de la Carta se dispone que la composición de las delegaciones nacionales deben asegurar
para cada Estado miembro un reparto geográfico equilibrado—. y. en suma, como decimos, una
grave quiebra en cuanto al carácter representativo de la Conferencia. Vid. el Rapport presentado por
Dupont en la 17.a sesión de la Conferencia (Strasbourg, 27-29 octubre. 1981) en torno a -Les propo-
sitions de revisions de la Charte de la CPLRE». Doc. CPL (16) 2(2 de septiembre de 1981): en este
Rapport se incluye una relación de los procedimientos de designación de las delegaciones nacionales
aplicados por los distintos Estados miembros.
Junto a los proyectos de reforma de la Carta do la CPLRE en tal ámbito, se ha venido propug-
nando también en repetidas ocasiones la oportunidad de convertir la Conferencia en un órgano
político permanente, mediante su constitución en la segunda Cámara de la Organización o Senado
europeo de las reglones Así, en la 1.a Convención de las autoridades regionales de la Europa
periférica, celebrada en Galway (Irlanda) en 197S, se afirmaría le conveniencia de que -les
rógions periphériquos et les régions moins peuples mesurent l'importance d'une représentation qui
pourrait prendre la forme d'une deuxiéme Chambre -un Senat européen des régions»; disponiéndose
también en la Declaración de Bourdaaux (1978), que: -La Conférence de pouvoirs locaux et régionaux
de l'Europe constitue deja un forum européen officíel pour les régions et les municipalités: une
participaron des régions dans une Europe unie devrait étre envisagée par la création d'une deuxiéme
Chambre européenne composée de représentants locaux et régionaux».
(34) La CPLRE sirve de puente, efectivamente, entre el Consejo de Europa y las Comunidades
europeas, en tanto en el articulo 1 a) (último párrafo) de la Carta se dispone que: -The Conférence
contributes, within the limits of its functions and in the manner determined by the Committee of
Ministers. to establishing closer relations between the Council of Europe and the European Commu-
nlties-; lo que representa un paso ciertamente importante en cuanto a la intervención de las colec-
tividades locales y regionales en la evolución de las distintas políticas comunitarias, y, por tanto,
en orden a aunar los esfuerzos desarrollados por ambas organizaciones respecto a la construcción
de Europa.
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graves desequilibrios y desajustes regionales que amenazan a Europa, mediante
el tratamiento —entre otros ámbitos de atención— de, no sólo, los problemas
generales que plantea el objetivo de regionalización (1.* Convención de las auto-
ridades regionales de la Europa periférica, celebrada en Galway en 1975; Conven-
ción de Bourdeaux sobre los problemas de la regionalización-1978), y la coopera-
ción transfronteriza (35), sino también de las cuestiones más concretas que afectan
a determinadas áreas geográficas como las que ocupan las regiones del arco
alpino o las regiones pirenaicas (36), y a ciertos grupos particularizados de regio-
nes como las insulares; supuesto, este último, del que pretendemos ocuparnos
precisamente aquí (37).
Ciertamente, en el marco de esa política de corrección de los desequilibrios
regionales que se desarrolla por la CPLRE, ha cobrado últimamente especial rele-
vancia la situación de las regiones insulares europeas como consecuencia de los
graves problemas de orden económico y social que condicionan su desarrollo,
según vendría a patentizarse en la Resolución 110 (1979), sobre «aux problémes
specifiques des regions insulaires atlantiques européennes (Acores, Madere, Ca-
ñarles)», aprobada por la CPLRE durante su 14.' sesión; resolución en la que,
después de resaltarse el grado de subdesarrollo económico y social a que se
encuentran sujetas estas regiones y las dificultades especiales que rodean a los
supuestos archipelágicos como consecuencia de sus particulares condiciones
geográficas y económicas, se apoyaba la convocatoria de una Conferencia de
reglones insulares europeas, al objeto de definir una verdadera política insular
europea (38). Sobre esta base, la 1.' Conferencia de regiones insulares europeas
(35) En torno al •Convenio-marco europeo sobre la cooperación fransfronterlza de las colectlvi-
dr.des o autoridades territoriales», abierto a la firma en Madrid el 21 de mayo de 1980, y a cuya
adopción habrá contribuido la acción de la CPLRE. ver: ALBIOL BIOSCA, G.: -Las relaciones entre
entidades territoriales limítrofes en el marco del Convenio europeo de 21 de mayo de 1980»,
on La Constitución española y el Derecho Internacional, Actas de las VI Jornadas de Profesores de
Derecho internacional y Relaciones internacionales, Santiago. 1-4 junio 1981, e. p.; LOCATELLI, R.:
«La Conventlon-cadre du Conseil de l'Europe sur la coopéretlon transtrontallene*. en Genéve et
l'Europe: un exemple de cooperación regional» transfrontallére, Dossier I (1979) de l'lnstltut Unlver-
sitalre d'Études Européennes. Genéve, pp. 51-71, LOCATELLI. R -Les espaces frontallers». Pouvolrs,
núni. 19. 1981. pp. 59-66.
(3G) -Sobre la primera reunión preparatoria de la Conferencia de las reglones pirenaicas, ver:
BERNARD ALVAREZ DE EULATE. M : .La preparación de la Conferencia de las reglones pirenaicas',
en La Constitución española y el Derecho internacional, Actas de las VI Jornadas de Profesores de
Derecho internacional y Relaciones internacionales, Santiago, 1-4 junio 1981, e. p.
(37) Para un panorama más general de las actividades desarrolladas por la Conferencia, ver:
La Conférence des pouvoirs locaux et régionaux de l'Europe (Pour una Europa plus démocratlque et
et equilibres. La participaron des communes et réglons i la construetlons de l'Europe). Stras-
bourg. 1980.
(38) Durante la 13." sesión (1978) de la CPLRE, Mota Amaral (Presidente del Gobierno autónomo
do las Azores-Portugal) presentó un proyecto de resolución sobre -Las problémes specifiques des
regions insulaires atlantiques (Acores. Madera, Cañarles)» (Doc. CPL(13) 13 revised), en el que se
proponía encargar a la Comisión de problemas regionales y ordenación del territorio de la CPLRE
el estudio de los problemas específicos de las reglones Insulares atlánticas europeas, al objeto
de determinar su situación tanto en el pleno Institucional como en el plano del desarrollo económico
y social, y. en última Instancia, con el fin de recomendar a las Instancias europeas competentes la
adopción de las medidas conducentes a hacer frente a los problemas de estas reglones. Por donde,
sobre la base de una comunicación elaborada por el propio Presidente del Gobierno autónomo dé
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se celebró en las Islas Canarias (Tenerife), del 7 al 10 de abril de 1981, al objeto
de examinar, fundamentalmente, los problemas de orden económico que afectan
a las regiones insulares; adoptándose al término de la misma, una Declaración
(Declaración de Tenerife) en la que se recogen un conjunto de importantes reco-
mendaciones dirigidas al Consejo de Europa, a la Conferencia Europea de Ministros
de. ordenación del territorio, a la Conferencia de Ministros europeos responsables
del medio ambiente y a las Comunidades europeas, en orden a procurar la poten-
ciación y desarrollo de las regiones insulares (39).
2. Factores de desventaja de las regiones insulares.
La extrema fragilidad que caracteriza el equilibrio socioeconómico de las re-
giones insulares (40) puede decirse que encuentra su fundamento, básicamente,
en el conjunto de factores de desventaja geográfica que, tal como se apunta en
la Declaración de Tenerife (41), resultan consustanciales al propio fenómeno de
la insularidad: aislamiento, dimensión reducida y dispersión en los supuestos
archipelágicos.
En efecto, el desarrollo económico de las regiones insulares y archipelágicas
se verá gravemente entorpecido no sólo por razón de las grandes distancias que
suelen separar a los territorios insulares del continente y, por tanto, de las regio-
nes centrales y dominantes de Europa —lo que vendrá a hacer depender estrecha-
mente su índice de crecimiento del sistema de transportes y comunicaciones—,
sino también por las dificultades que plantean las limitadas alternativas de desa-
rrollo y el escaso número de recursos existentes en tales territorios como con-
secuencia de su exigua dimensión; lo que motivará, en suma, una difícil planifi-
cación y gestión de los recursos, y, por ello, una más fácil afectación de los
ecosistemas insulares, ya de por sí más frágiles y vulnerables que cualquier eco-
sistema continental en virtud, precisamente, de sus singulares características
geográficas (42).
las Azores en torno a los problemas específicos de las regiones insulares atlánticas europeas
(Doc. CPL(14) 3b). y de un proyecto de resolución presentado por la Comisión de problemas reglo-
nales y ordenación del territorio, seria aprobada la Resolución 110 (1979) en la 14" sesión de
la CPLRE.
(39) En esta Conferencia han estado representadas las regiones insulares siguientes: Cerdeña,
Sicilia, Azores, Madeira, Baleares. Canarias, Isla de Man. Oreadas, Shetland. Hébridas. Aland:
participaron también: Chipre. Islandia. Malta, las islas danesas, las Islas griegas y las Islas de
Campanie.
(40) Sobre las características socioeconómicas de las distintas regiones Insulares europeas,
ver el Rapport general de MOTA AMARAL, M. J.. sobre -Les problémes des régions insulalres
européennes», presentado a la Conferencia de regiones Insulares europeas (Doc. CPL/Am/lles
(61) 1-F).
(41) Punto 1 de la Declaración de Tenerife de 9 de abril de 1981 (Conferencia de reglones insu-
lares europeas. Islas Canarias. España, 7-10 abril 1981).
(42) Sobre las repercusiones que para el desarrollo económico de las Islas se derivan de laa
características desventajosas de tales espacios, ver el Rapport general de MOTA AMARAL, M. J.,
sobre «Les problémes des régions Insulalres européennes., clt., pp. 49-55.
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Los factores de desventaja geográfica que caracterizan al medio insular y
archipiélago vendrán a potenciar, ciertamente, los desequilibrios regionales que,
en términos generales, propician, los alejamientos periféricos en Europa. Las re-
giones insulares y archipiélagos sumamente dependientes, a los efectos de su
desarrollo económico, de la concurrencia de los mercados exteriores y, por tanto,
de los sistemas de transportes marítimos y aéreos, resultaran fuertemente gra-
vadas, como consecuencia de sus peculiares características geográficas, por un
gran aumento —en relación al resto de las regiones periféricas— en los costes
de los transportes —tanto de personas como de mercancías—, y por los elevados
gastos que originará la puesta a punto de las infraestructuras necesarias (puertos
y aeropuertos) (43), características que determinaran, del mismo modo, las esca-
sas posibilidades de desarrollo que parece ofrecer el medio insular y archipiélago,
en tanto las alternativas de potenciación económica suelen quedar reducidas a sec-
tores como el de la agricultura, turismo, y otros servicios (44).
Por todo ello, y a tenor de su aislamiento y situación periférica, las colectivi-
dades insulares se verán más fácilmente abocadas a aceptar cualquier forma de
desarrollo mediante, por tanto, una potenciación incontrolada e inmoderada de
cualesquiera de dichos sectores; lo que provocará un daño irreparable al medio
ambiente insular y por ello a su ecosistema, como consecuencia de su pequeña
dimensión y escasez de recursos: así mediante una presión excesiva sobre la
agricultura, la sobreexplotacióri de los recursos vivos del mar adyacentes o
circundantes a sus islas, o a través de un desarrollo incontrolado del sector
turístico que en cuanto derivará en una degradación importante del medio am-
biente insular, contribuirá, a su vez, a su propia autodestrucción en la medida en
que el turismo resulta sumamente tributarlo de la propia calidad del medio (45).
3. Datos para un desarrollo de las regiones insulares en el marco
de la política regional europea.
— Datos económicos.
Como queda visto, los factores de desventaja geográfica que caracterizan al
medio insular y archipelágico vendrán a condicionar, de base, la capacidad de
desarrollo económico de tales territorios y poblaciones. Más, en tanto el desa-
rrollo que conocen ciertas regiones insulares demuestra cómo las dificultades
(43) Vid., en este sencido, los puntos 2 y 3 de la Declaración da Tenerife. Sobre los problemas
de los transportes en las regiones insulares, ver el Rapport presentado por FERRARI, sobre -Les
probléme3 des transports et des Communications dans les régions Insulalres- a la Conferencia de
regiones Insulares europeas (Doc. CPL/AM/lles (81) 3-F).
(44) Cfr.. a este respecto, el Rapport general presentado por MORA AMARAL, M. J., sobre «Les
problémes des régions insulaires européennes., cit., p. 51.
(45) Vid. sobre las relaciones entre el desarrollo y la protección del medio ambiente en los
espacios Insulares el Rapport de M. CAMHIS. sobre -La protection de l'envlronnement dans les
régions insulaires-. presentado a la Conferencia de reglones Insulares europeas (Doc. CPL/Am/lles
(ei) 6-F, pp. 10-11).
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propias de la insularidad pueden ser superadas y controladas, será posible man-
tener que el estado de subdesarrollo que, por el contrario, caracteriza a la ma-
yoría de las colectividades insulares vendrá motivado por el grado de depresión
y abandono en el que se encuentran las regiones periféricas de Europa, y concre-
tamente las regiones insulares —«las más periféricas de las regiones periféricas»,
según se las califica en la Declaración de Tenerife (46).
Lo que vendrá a exigir, ciertamente, en el marco de superación de los desajus-
tes entre el Centro y la periferia de Europa, una atención particular al fenómeno
insular, a la hora de definir determinadas políticas sectoriales como la política
de la pesca, de transportes y del medio ambiente, y, en general, la política re-
gional concebida con una dimensión global.
Así, mediante, en primer lugar, una organización eficaz del sistema de trans-
portes, en tanto, según se dispone en la Declaración de Tenerife (punto 10], si
todo esfuerzo de desarrollo y de ordenación del territorio ha de basarse en un
sistema equilibrado de las comunicaciones (47), el establecimiento de un plan
eficaz de transportes resultará particularmente necesario en las regiones insu-
lares. Y ello tanto por relación al transporte exterior, a fin de potenciar la concu-
rrencia de los mercados exteriores y de procurar el desarrollo de la agricultura,
el nacimiento de una pequeña y mediana industria y el desarrollo del turismo,
como a los transportes internos, esto es, a las comunicaciones, sobre todo, de
orden interinsular en el caso de los archipiélagos, al efecto de lograr un conjunto
regional con una unidad económica frente al exterior y, por tanto, una capacidad
de especialización de las producciones de las distintas islas en la medida en que
podrán desembocar sobre un mercado suficientemente amplio (48); política de
transportes que habrá de conllevar, por tanto, un desarrollo de las infraestructuras
necesarias a tal fin, mediante un mejoramiento de los sectores portuarios y de
los transportes aéreos, así como la adopción de medidas especiales en materia
de política tarifaria en tanto, y según manifestaría Ferrari, los sistemas tarifarios
representaran el punto clave" de interacción entre los factores económicos, finan-
cieros y sociales de toda política de planificación (49). Por donde según se apunta
(46). Vid., en este sentido, el Rapport general de MOTA AMARAL, M J . sobre -Les problemas
des réglons insulaires européennes», cit., p. 50. y el punto 4 de la Declaración de Tenerife, en el
que se dice: -Las reglones insulares europeas están no solo en el extremo de la periferia europea,
sino que. además, so encuentran separadas de ésta por el mar. A pesar de la integración europea
y de la experiencia comunitaria de varias décadas, y pese al llamamiento urgente hecho en Galway
en octubre de 1975. por las reglones de la Europa periférica, sus problemas de retraso y subdese-
rrollo no han encontrado una solución satisfactoria».
(47) A este respecto, en la Declaración de Galway de 1975 (I Convención de las autoridades
regionales do la Europa periférica) se afirma que -the development of transpon Infrastructures and
the organlsation of a real network of European Communications connecting in a balanced and har-
monlus way all the reglons of Europo includlng tho peripheries, linking the centres to the perlpherles
a? well as the peripheries to each other. constitutes the first condition for a regional pollcy worthy
of a such ñame, based on the redistribution of possiblllfies and not the distributlon of subsidies».
(48) Vid. punto 11 de la Declaración de Tenerife. Sobre las características generales de este
plan de transportes para las reglones Insulares, ver el Rapport de M. FERRARI, sobre -Les pro-
blémes des transports et des Communications dans les ráglon3 insulaires». cit.
(49) FERRARI, M.: Rapport cit., p. 4.
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en la Declaración de Tenerife (punto 15), «las islas deberían ser tratadas en
cuestión de tarifas de transportes marítimos y aéreos como si estuvieran unidas
a tierra firme por medio de transportes terrestres» en tanto sólo respetando
dicha condición las islas podrían encontrar la posibilidad de ligarse al desarrollo
de las regiones continentales. Todo lo cual va a representar un esfuerzo financiero
que exigirá una acción de los gobiernos nacionales reforzada y coordinada por
las instituciones europeas, mediante la creación —según se propone en la Decla-
ración de Tenerife— de un Fondo europeo para la infraestructuras de transporte
que tenga por objetivo prioritario la desconcentración de la red europea y, sobre
todo, el progresivo acercamiento de las regiones insulares a la Europa continental.
A tenor, por lo demás, de la escasez de recursos y de las limitadas alternativas
de desarrollo de los complejos regionales insulares, el objetivo de desarrollo
económico de sus poblaciones habrá de desarrollarse de acuerdo con una plani-
ficación y gestión racional de los recursos: esto a través no sólo, según se dis-
pone en la Declaración de Tenerife (punto 7), de un inventario adecuado de las
condiciones existentes y de la definición de los objetivos, estrategias, y priori-
dades a alcanzar en orden a una eficaz utilización de los medios disponibles, sino
también mediante una evaluación definida de cualquier posible impacto de los
mecanismos programados sobre el medio ambiente insular, en tanto la fragilidad,
según vimos, de los ecosistemas insulares motivará que una mala gestión de los
recursos provoque una degradación a veces irreversible del medio: de ahí la
necesidad de conciliar definidamente los objetivos de desarrollo y de protección
del ecosistema insular (Declaración de Tenerife, puntos 31, 32 y 33) (50).
Por donde la planificación de un sector como el pesquero, del que resultan a
todas luces tributarias buena parte de las poblaciones insulares (51), exigirá el
reconocimiento de un derecho de acceso preferencial de las comunidades en
cuestión a los recursos vivos del mar adyacentes a sus costas, mediante el desa-
rrollo en el medio comunitario de una política común de la pesca que descansando
en un principio como el de la igualdad de acceso derive antes que en un resultado
de reconversión de un sector del que como decimos resultan sumamente depen-
dientes tales colectividades en un efecto de revitalización del mismo (52); lo que
exigiré, preferiblemente, el tratamiento de las cuestiones pesqueras desde una
concepción regional y no desde un enfoque nacional (Declaración de Tenerife,
punto 21), y en última instancia un programa de gestión racional de los recursos
(50) Vid a este mismo respecto, CAMHIS. M.: .La protectlon de l'envlronnement dans les régions
Insulalres*. Rapport clt., pp. 10-11.
(51) En el punto 16 de la Declaración da Tenerife, se afirma que: «Los recursos del mar son
vitales para la humanidad en general, pero todavía más para las comunidades Insulares. La explo-
tación de estos recursos contribuye de manera sustancial al producto regional y a los Ingresos
Individuales de las poblaciones Insulares. La pesca representa, sobre todo, para las Islas del
Atlántico y. en menor medida, para las del Mediterráneo, una de las principales fuentes de
puestos de trabajo. Las fluctuaciones de la producción pueden afectar de manera dramática la
vida de numerosas personas».
(52) Vid. respecto al principio de igualdad de acceso y su aplicación a la política pesquera de
la Comunidad. PUEYO LOSA. J.: «Política común e Intereses nacionales (anotaciones a la sentencia
dr 1978 del Tribunal de Justicia de las CC. EE. en el asunto 61/77, sobre pesca marítima-, RÍE,
volumen 6. núm. 2, 1979, pp. 549-559.
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por el que se frenen los índices de sobreexplotación que vienen afectando a ciertos
stocks por efecto no tanto de la acción de las flotas insulares locales como de
las flotas de otras regiones (53).
Marco de planificación racional, pues de la economía insular en el que habrá
de insertarse igualmente la programación de otros sectores de vital importancia
para el desarrollo económico de tales regiones; entre ellos, fundamentalmente los
sectores turístico (54) y agrícola (55).
Por todo ello, y según se proclama en la Declaración de Tenerife (punto 41),
los particularismos de la condición insular y los problemas de desarrollo de las
islas deberán ser tomados en cuenta de forma general por las autoridades nacio-
nales y por las instancias europeas, a la hora de definir, como hemos visto, la
política' regional comunitaria y la evolución de ciertas políticas sectoriales como
la política de transportes, de medio ambiente y de pesca, de acuerdo con las
directrices sentadas por la propia Declaración; llegándose, incluso, a proponer la
necesidad de definir para las islas y los archipiélagos un estatuto especial de
cara a la integración económica europea.
— Datos políticos e institucionales.
Ahora bien, junto a la definición de las directrices económicas a través de las
cuales podrá hacerse posible el desarrollo de las regiones insulares y archipelá-
gicas —lo que contribuiría, por lo demás, a paliar los graves desajustes regionales
que afectan a Europa y, sobre todo, los desequilibrios debidos a los alejamientos
periféricos— la Declaración de Tenerife no dejará de reconocer, en consecuencia
con su política de desarrollo de la construcción europea y de descentralización
democrática de las instituciones nacionales, la necesidad de potenciar el desa-
rrollo de instituciones autónomas de gobierno en tales territorios; y ello toda vez
que, según se afirmaría en la Declaración de Galway y de nuevo en la Declaración
(53) En la Declaración de Tenerife se contienen las siguientes recomendaciones dirigidas a las
Instancias comunitarias:
a) La política de pesca comunitaria debe garantizar la conservación de las reservas de pescado
y conceder una protección especial a las reservas de las comunidades Insulares.
b) Con tal objeto debe ser Introducido un sistema restrictivo por el cual el acceso a un caladero
Insular estará sujeto a autorización comunitaria, debiendo filarse el número de autorizaciones en
función de los recursos existentes y futuros.
c) En las reglones Insulares, las autorizaciones se concederán prioritariamente a los barcos
de la región (punto 22).
Vid. sobre la situación pesquera de ciertas islas los Rapports de M. CLUNESS. sobre -Les pro-
blémes de la peche dans l'Atlantlque Nord- (Doc. CPL/Am/lles (81)4-F), y de M. CULICCHIA, sobre
• Les problemas de la peche dans la Medlterranée» (Doc. CPL/Am/lles ( I ) 5-F). presentados a la
Conferencia de regiones insulares europeas.
(54) Vid. el Rapport, presentado por M JARDIM, sobre -Le tourisme dans les réglons Insulalres».
presentado a la Conferencia de regiones insulares europeas (Doc. CPL/Am/lles (81) 7-F). Sobre las
relaciones entre el turismo y la protección del medio ambiente, ver el Rapport de CAMHIS. M..
sobre •La protection de l'environnement dans les réglons Insulaires^, clt., pp. 5-7.
(55) Sobre las relaciones entre la agricultura y la protección del medio ambiente en los espacios
Insulares, ver el Rapport de CAMHIS. M.: -La protection de l'environnement dans les régions insu-
lalres-, cit., pp. 7 y 8.
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de Tenerife, para desarrollar una adecuada política de ordenación del territorio
se exige asegurar una participación real de las regiones, no siendo suficientes
simples estructuras de descentralización, sino verdaderas instituciones de auto-
gobierno, y, en defiintiva, una auténtica autonomía regional fundamentada en la
elección por sufragio universal de las autoridades regionales. Lo que, ciertamente,
cobra una significación más relevante en los territorios insulares y archipelágicos
por razón de sus propias condiciones y situación geográfica, según viene a demos-
trarlo el hecho de que tales poblaciones hayan venido jugando el papel de pioneras
o precursores en el proceso de regionalización que afecta a la mayor parte de los
países europeos.
Ya en la Resolución 110 (1979), sobre los problemas específicos de las regiones
insulares atlánticas europeas, la CPLRE apoyaría los procesos de autonomía re-
gional que se vienen sucediendo en los archipiélagos europeos del Atlántico, y,
concretamente, el establecimiento en las Azores y Madeira de instituciones autó-
nomas, aletando la adopción de instituciones similares en las islas Canarias;
precediéndose, como decimos, una vez más en la Declaración de Tenerife a aus-
piciar la autonomía regional de las colectividades insulares y archipelágicas —par-
ticularmente respecto de aquellas regiones que tengan una entidad regional propia
en los ámbitos culturales o lingüísticos—, al objeto de posibilitar una adecuada
gestión de sus problemas y una participación real y activa —tanto a nivel estatal
como europeo— en la planificación de los intereses generales y en la programa-
ción de los objetivos conducentes a superar las asimetrías y desequilibrios
regionales.
Por donde, ante la necesidad de conducir el desarrollo de la política regional
europea desde una concepción de participación activa y directa de los cuadros
regionales —lo que constituirá la expresión de un equilibrio armónico entre los
movimiento de regionalización y de regionalismo— la Conferencia de regiones
insulares europeas ha reconocido la importancia de afrontar junto a la evaluación
de los problemas económicos que suscita el desarrollo insular, el estudio sucesivo
de los factores políticos e institucionales propios de tales colectividades (Decla-
ración de Tenerife, punto 44), al objeto de potenciar, como decimos, los procesos
de autonomía regional.
Marco de análisis ciertamente obligado y en el que, a nuestro juicio, resalta
la necesidad de suscitar, respecto de los supuestos archipelágicos concretamente,
la afirmación de la unidad jurídica del archipiélago, mediante el reconocimiento de
la capacidad soberana del Estado sobre las aguas que bordean y circundan las
islas; lo que constituye, sin duda, la plataforma a partir de la cual podrá precisa-
mente procurarse un adecuado desarrollo de tales poblaciones, y, por tanto, la
protección de los recursos vivos marinos adyacentes a sus costas, el tráfico inter-
insular, los intereses fiscales, el equilibrio ecológico y, en última instancia, su
propia integridad territorial y seguridad. Así, mediante la puesta en práctica del
principio archipelágico, en virtud del cual el archipiélago —entendiendo por tal
«un grupo de Islas, Incluidas partes de islas, las aguas que las conectan entre
sí y otras formaciones naturales, tan estrechamente relacionadas entre sf todas
ellas que constituyen una entidad geográfica, económica y política intrínseca o
119
JORGE PUEYO LOSA
que históricamente ha sido considerada como tal»— procederá a proyectar su
soberanía sobre las áreas encerradas en un perímetro compuesto por un conjunto
de líneas de base rectas trazadas desde los puntos más extremos de las islas
más exteriores del grupo.
Y pese a que en el Proyecto de Convención sobre el Derecho del mar (Parte
IV (56) se restringe el campo de aplicación del principio archipelágico a aquellos
archipiélagos que constituyen un estado soberano, excluyendo, por tanto, a los Ar-
chipiélagos de Estado —por efecto de una negativa de las Grandes Potencias a
admitir una concepción global del concepto de archipiélago, lo que no responderá
más que a consideraciones de índole política y no jurídica (57)—, entendemos
resulta extensible también a estos supuestos el principio en cuestión, en tanto
los intereses que motivan la puesta en práctica del principio archípelágico se
manifestaran con igual intensidad en cualquier caso y con independencia del
«status» político de los grupos insulares que conformen una genuina entidad
política, toda vez que éstos responderán, en definitiva, a unas mismas condiciones
geográficas desfavorables congénitas a la propia imagen archipelágica (58).
(56) Proyecto de Convención sobre el Derecho del mar, doc. A/CONF/62/L-78 (28 de agosto
de 198:). III Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar.
(57) Cfr. VASSILIADES. M. V.: -LÉtatarchipel: une notion plus politique que juridique>. en
Dátense natlonale, 36. 1980, p. 104.
(58) Sobre la problemática archipelágica y la posible extensión del campo de aplicación del
principio archipelágico. ver PUEYO LOSA. J : El Archipiélago Oceánico: regulación jurídlcc-marítlma
internacional, Madrid, 1981, pp. 269-273.
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COOPÉRATION ET INITIATIVE (RESUME)
Deux questions ressortent surtout, á notre avis, des transformations profondes
qui se produisent dans l'ordre juridique international: le transfert progressif des
questions et des regles du plan de la stricte réglementation nationale á un plan
dóorganisation internationale et la lente émergence de nouveaux acteurs et de
nouveaux protagonistes sur la scéne internationale.
L'érosion progressive de la regle du domaine reservé en ce qui concerne cer-
taines questions ou certaines matiéres, comme celles qui portent sur les droits
et les libertes fondamentales, va provoquer non seulement une transposition de
l'ordre réglementant certaines relations, mais aussi une revisión du spectre des
sujets legitimes pour les conduire. En effet, le développement croissant d'un phéno-
méne de décentralisation politique au sein de différents Etats tend á cesser d'étre
une question indifférente pour le Droit inernational. Ainsi apparait une influence
d'orientations juridico-internationales dans des questions relatives á la forme de
l'Etat. Et ce fait se constate surtout dans certains domaines de l'organisation
internationale régionale comme le cadre européen, oü l'intervention directe et
active de la región tend á étre concue comme ayant une importance vítale, afin
d'atteindre l'objectif de la construction européenne.
Or, si l'on cherche á atteindre la complementante et l'équilibre entre les
processus d'intégration et de desintegraron par différentes voies, nous croyons
que c'est dans les cadres d'action entre Etats que le phénoméne regional pourra
contribuer décisivement au processus d'intégration européenne. Nous signalerons
essentiellement á ce sujet et en face de l'action des Communautés européennes,
le cadre du Conseil de l'Europe. Celui-ci cherche á assurer par la Conférence des
pouvoirs locaux et régionaux d'Europe la participation active des structures locales
et regionales á la réalisation des objectifs du Conseil lui-méme: cela en tant que
cadre oü l'on vise tant á esquisser la capacité juridique de certaines collectivités
territoriales á l'intérieur des Etats qu'á assurer leur capacité d'agir (partielle et
collective). La Conférence contribue significativement á l'objectif de dépasser les
graves desequilibres régionaux qui menacent l'Europe, non seulement en traitant
les problémes généraux que pose l'objectif de régionalisation et de coopération au-
dessus des frontiéres, rrrais aussi celui des questions plus precises qui intéressent
certains groupes, ayant leurs particularités, de régions comme les insulaires.
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Les graves problémes d'ordre économique et social qul déterminent le déve-
loppement des régions insulaires du fait des facteurs de désavantage géographique
qui apparaissent consubstantiels au phénoméne de l'insularité, a causé l'organisa-
tion par la Conférence des pouvoirs locaux et régionaux de la Conférence des
régions ¡nsulaires européennes, qui s'est tenue aux ¡les Canaries (Ténériffe) du 7
au 10 avril 1981; au terme de celle-ci, on devait adopter une déclaration (la
Déclaration de Ténériffe) oü l'on expose un ensemble de recommandations impor-
tantes dont ¡I faudra teñir compte á l'heure de definir la politique régionale commu-
nautaire est certaines politiques sectorielles: politique des transports, de l'envi-
r&nnement et de la peche, afin d'arriver á une politique européenne insulaire
adéquate.
Mais, á cóté de la définition des grandes lignes économiques, la Déclaration
de Ténériffe ne laissera pas de reconnaitre aussi la nécessité de renforcer le
développement d'institutions autonomes de gouvernement dans ees territoires en
se décidant á affronter, comme l'un des objectifs de l'activité future de la Confé-
rence, l'analyse des facteurs politiques et ¡nstitutionnels propres a ees collecti-
vités. Cadre d'analyses oü, á notre avis, ressort la nécessité de susciter á propos
des archipels, l'affirmation de leur unité juridique, moyennant la mise en pratique
du principe de l'archipel.
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CO OPERATION AND INITIATIVE (ABSTRACT)
Of all the profound changes that have been affecting the international legal
or-der, there are, in my opinio, two that are particularly worthy of attention: the
progressive transfer of dispute and norms from the sphere of strictly domestic
law to that of inter-State arrangements, and the gradual appearance of new actors
and protagonists on the international stage.
The progressive erosión of the norm of domestic jurisdiction ¡n certain fields,
such as those concerned with fundamental rights and freedoms, is destined to
bring about not only a change in the legal order regulating certain relations but
also a review of the range of subjects legally entitled to conduct such relations.
Indeed, there is a tendency for the growing development of a phenomenon of
political decentralization within States to cease to be a matter of indifference to
Inernational Law. The result is that international legal considerations are beginning
to have an ¡nfluence on matters concerning the internal organization of society at
State level. This is particularly noticeable in certain speclal áreas of International
Law, above all in áreas of international regional organisation such as Europe, where
the direct and active role of the región tends to be thought of as being of vital
Importance for the purpose of achieving the aim of the construction of Europe
Now, although there are various channels through which it is sought to bring
the processes of integration and decentralization into a complementary rel-ationship
and equilibrium, we believe that ¡t ¡s in the área of inter-State action that the
regional phenomenon may make a decisive contribution to the process of European
¡ntegration. Fundamental ¡n this respect, as opposed to the action of the European
Ccmmunities, ¡s the framework of the Council of Europe, in so far as it seeks,
through the Conference of European Local and Regional Powers, to ensure the
active participaron of the local and regional structures in the attainment of the
Council itself. This is meant ¡n the sense that the Council is a framework ¡n
which It Is sought to give shape to the legal capacity of certain territorial groupings
at a sub-State level and to ensure their power to act (severally and concurrently).
The Conference has been making a significant contribution to the aim of over-
coming the serious regional imbalances which threaten Europe by dealing not only
wlth the general problems raised by the objective of regionalization and cross-
frontier co-operation, but also more specific matters which affect groups of regions
with special characteristics, such as ¡slands.
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The serious problems of an economlc and social nature which affect the
development of the ¡sland regions, as a result of the geographical disadvantage
which ¡s part and parcel of the fact of ¡nsularity, prompted the Conference of
Local and Regional Powers to convene the Conference of European Island Regions,
held in the Canary Islands (Tenerife) from April 7th to 1Oth 1981. At the cióse
of this Conference a Declaration was adopted (the Declaration of Tenerife) con-
taining a series of important recommendations which wlll have to be taken into
consideration when the Community regional policy and certain sectorial policios
are worked out; particularly transport, environment and fisheries policies, if an
adecúate European island policy is to be attained.
But in addition to the economic guidelines, the Declaration of Tenerife also
aoknowledged the ned to strengthen the development of autonomus institutions
of government in such territories. As one of the aims of the future activity of
the Conference, it decided to tackle the analysis of the political and institutional
factors proper to such collectivities. Within this frame of reference, in our opinión,
there is a particular need, when dealing with cases of archipelagos, to affirm the
legal unity of oceanic archipelagoes, by implementing the archipelagic principie.
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